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PENSIÓN DE VEJEZ / SUBSIDIARIEDAD / MÍNIMO VITAL / NIEGA / CONFIRMA / “Precisamente esa intervención realizada por el actor por intermedio de su apoderado judicial ante COLPENSIONES, nos lleva a predicar que en efecto existe un mecanismo ordinario al que inicialmente se debe acudir con miras a permitir que las autoridades administrativas adopten las decisiones que en derecho correspondan, frente a las cuales, como así se evidencia en el este asunto, se han hecho uso de los recursos que contempla el ordenamiento jurídico con el fin de controvertir la resolución que les fue desfavorable.”

(…)

“Al encontrarse en curso el asunto de índole administrativo ante COLPENSIONES, sería en el interior del mismo donde el actor debía manifestar su contrariedad frente a la decidido, como en efecto así lo hizo al interponer el recurso de apelación, y por ende la improcedencia de la acción constitucional radica en la existencia de otro medio de defensa judicial dentro del procedimiento al que se ha hecho referencia.

Si bien no puede omitir la Sala la situación de salud que padece el actor, quien sufre de una enfermedad cancerígena, al mismo actualmente se le suministra atención médica según se evidencia de la historia clínica allegada al dossier; por demás, esa condición no es suficiente para considerar que ante la existencia de un mecanismo ordinario deba la jurisdicción constitucional dentro de este trámite preferente y sumario invadir la órbita de competencia que le asiste a los encargados de resolver su reclamo, el cual inicialmente radica en cabeza de COLPENSIONES y posteriormente en la jurisdicción laboral, en el evento de que continúe la controversia, máxime que no se tiene conocimiento de la decisión que en segunda instancia se llegue a adoptar por parte de la entidad demandada.”

“Si bien no puede omitir la Sala la situación de salud que padece el actor, quien sufre de una enfermedad cancerígena, al mismo actualmente se le suministra atención médica según se evidencia de la historia clínica allegada al dossier; por demás, esa condición no es suficiente para considerar que ante la existencia de un mecanismo ordinario deba la jurisdicción constitucional dentro de este trámite preferente y sumario invadir la órbita de competencia que le asiste a los encargados de resolver su reclamo, el cual inicialmente radica en cabeza de COLPENSIONES y posteriormente en la jurisdicción laboral, en el evento de que continúe la controversia, máxime que no se tiene conocimiento de la decisión que en segunda instancia se llegue a adoptar por parte de la entidad demandada

Igualmente y aunque también se predica la falta de recursos del señor GUZMÁN VILLANUEVA, por lo cual se le vulnera su derecho al mínimo vital, estima esta Corporación que salvo lo manifestado por el actor, no se arrimó prueba siquiera sumaria de tal insolvencia, más cuando se observa que al parecer reside en España -lo que se desprende de la presentación del poder acá conferido que se hizo ante el Consulado de Colombia en Las Palmas de Gran Canaria y de su atención en salud en ese país- y aunque dejó de cotizar en ese Estado desde octubre de 2008, allí se le canceló el subsidio de desempleo hasta mayo 11 de 2009, desconociéndose cómo ha derivado su subsistencia desde esa época y si en efecto es quien asume la responsabilidad de su núcleo familiar, de cuya conformación nada se dijo dentro de la presente acción.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-344 de 2008. / Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. / Providencia T-740 de 2007. / Sentencia T-786/08. En un sentido semejante pueden consultarse las sentencias T-225/93 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), SU-544/01 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), T-1316/01 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), T-983/01 / Sentencia T-043 de 2014. / Procedencia excepcional de la acción tutela contra actos administrativos: las sentencias T-408 de 2002, T-432 de 2002, SU-646 de 1999, T-007 de 1992. / En materia de prestaciones laborales el principio de subsidiariedad en la Sentencia T-808 de 1999. / Sentencia T-175 de 2011. / 
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                                                                 Acta de Aprobación N° 988
                                                 Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JAIRO GUZMÁN VILLANUEVA por intermedio de apoderado, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, con ocasión  de  la  acción  de  tutela presentada frente a la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos narrados por el apoderado del señor GUZMÁN VILLANUEVA, se pueden sintetizar así: (i) nació en noviembre 2 de 1939, está próximo a cumplir 77 años y en diciembre 14 de 2015 solicitó a COLPENSIONES la pensión de vejez, la cual le fue negada por resolución GNR 205784 de julio 13 de 2016, contra la cual se interpuso recurso de apelación, el cual no ha desatado a la fecha; (ii) el actor contaba con más de 40 años para abril 1° de 1994 y aportó un total de 1048.83 semanas, distribuidas así: 402.71 en el Ejército Nacional, 59.56 en el municipio de Rovira (Tol.) -ambos con antelación a la entrada en  vigencia de la Ley 100/93-, 147.42 en España y 439.14 de manera independiente en COLPENSIONES, lo que implica que se encuentra en el régimen de transición por tener más de 750 semanas a julio 29 de 2005, además de acatar las exigencias de la Ley 71/88, esto es,  tener más de 60 años de edad y 20 de servicios cotizados tanto en el sector público, privado como en España, lo que también lo hace beneficiario de lo reglado en el lit. b) art. 2° de la Ley 1122/06; (iii) la falta de reconocimiento pensional  le genera un perjuicio irremediable al ser una persona de la tercera edad, que padece de un cáncer terminal y encontrarse en una condición económica lamentable, lo que le impide obtener ingresos para la subsistencia de su núcleo familiar, y (iv) COLPENSIONES ha vulnerado los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, vida y seguridad social del accionante, pues aunque cumple con los requisitos para acceder a su pensión, la entidad con fundamento en circulares internas se la ha negado.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos fundamentales  y se ordene a COLPENSIONES que reconozca la pensión de vejez a su favor, para lo cual se deberá aplicar la Ley 71/88 y el convenio 1112 de 2006, a partir de mayo 11 de 2009 cuando cumplió el status de pensionado y sea incluido en nómina.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de ésta a diversos funcionarios de COLPENSIONES -Gerente Seccional, Nacional de Reconocimiento, de Nómina, Atención al Afiliado y Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones-, pronunciándose los siguientes:

- El Gerente Nacional de Atención al Afiliado de COLPENSIONES, expresó que no es competente para resolver lo pedido en la acción constitucional, en tanto ello radica en la Gerencia Nacional de Reconocimiento, por lo cual pide su desvinculación.

- El Vicepresidente Jurídico y Secretario General de COLPENSIONES, pide  declarar la improcedencia de la tutela por existir otro medio de defensa judicial, adicional a que la entidad se halla a tiempo para  resolver el recurso de apelación interpuesto por JAIRO GUZMÁN en agosto 5 de 2016. 

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en septiembre 12 de 2016, donde negó la tutela presentada, al estimar que el actor cuenta con otro medio de defensa judicial al que puede acudir como es la jurisdicción ordinaria laboral, máxime que a la fecha no se ha resuelto la apelación formulada contra la resolución que negó la pensión de vejez, por lo cual COLPENSIONES se encuentra en término para hacerlo y por ende no se han agotado las gestiones propias para controvertir las decisiones que le fueron adversas; tampoco se observa la comisión de un perjuicio irremediable, pues no obstante indicarse que el afectado padece de un cáncer terminal, al mismo actualmente se le suministra el tratamiento médico que requiere, y no se probó, al menos sumariamente, su condición económica.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la providencia adoptada, el abogado del señor GUZMÁN VILLANUEVA interpuso recurso de alzada en el que manifestó lo siguiente: 

(i) aunque el a quo expresa que existe otro mecanismo judicial para controvertir la Litis, y si bien debe observarse el aspecto objetivo, también se debe acudir al subjetivo, pues en este caso el actor es una persona de la tercera edad con una enfermedad grave -cáncer terminal- que le impide obtener un trabajo para su subsistencia; (ii) el accionante reúne todos los requisitos para lograr su pensión de vejez, lo que evidencia la vulneración de sus derechos fundamentales, al dársele prioridad a la interpretación de circulares internas de la entidad por encima de preceptos legales y constitucionales; (iii) el Estado debe brindar una amplia protección a las personas con discapacidad, sea física o mental, garantizándose sus derechos,  y el accionante tiene una grave situación médica, por lo que el no reconocimiento pensional le genera un perjuicio irremediable, al no poseer los recursos económicos y físicos para brindarse el sustento diario -comida, medicamentos-; (iv) sería ilógico interponer el proceso ordinario que en Pereira tarda en promedio tres años, al tener en cuenta su situación, y (v) solicita se revoque el fallo proferido y se ordene a COLPENSIONES emita acto administrativo donde reconozca la pensión al señor GUZMÁN VILLANUEVA.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y Título 3, Capitulo 1 del Decreto 1069/15. 

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la tutela presentada mediante apoderado por el señor JAIRO GUZMÁN VILLANUEVA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la situación fáctica planteada por la quejosa, se evidencia que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES que proceda al reconocimiento de la pensión de vejez, en tanto en su sentir reúne las exigencias contenidas en el acto legislativo 01 de 2005, así como de la Ley 71 de 1988 e igualmente por ser beneficiario de la aplicación del convenio Ley 1112 de 2006 por haber realizado aportes a la seguridad social en España.

El tema de las pensiones por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices con relación a la procedencia de este excepcional mecanismo cuando se busque el reconocimiento de derechos prestacionales. 

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse escenarios especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que ésta sola situación sea suficiente para otorgar el amparo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del máximo órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela. Al respecto en la sentencia T-344 de 2008 indicó: 

“3. Principio de subsidiariedad de la acción de tutela. Improcedencia de la acción de tutela para ordenar el reconocimiento de una pensión. Reiteración de Jurisprudencia.

3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
En más reciente decisión, se expresó:

“20. La Corte Constitucional ha indicado que por regla general la acción de tutela resulta improcedente frente al reconocimiento o reliquidación de derechos de naturaleza pensional. Lo anterior por cuanto se espera que el interesado formule su pretensión en los escenarios procesales especialmente diseñados por el legislador para dirimir las controversias de esa naturaleza, es decir, ante la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa, según el caso. No obstante, con el objeto de armonizar el alcance de los principios de subsidiariedad de la acción de tutela, y efectividad de los derechos fundamentales, la Corporación ha precisado que en determinados eventos el recurso de amparo procede con el puntual fin de salvaguardar bienes iusfundamentales cuya protección resulta impostergable.

21. Para este propósito, el Tribunal Constitucional ha estudiado dos situaciones distintas de procedibilidad: cuando la acción de tutela (i) se interpone como mecanismo principal o; (ii) se ejercita como medio de defensa transitorio, a efecto de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Al respecto, en sentencia T-235 de 2010
 la Corte señaló que para que la acción proceda como mecanismo principal y definitivo, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, estos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio implica que, aun existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar la consolidación de un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la vía de tutela
. En este último caso, esa comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva.” 

Ahora bien, no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata. Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional en la providencia T-740 de 2007, de la siguiente manera: 
“En síntesis, se puede indicar que en virtud del principio de subsidiariedad, la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de una pensión. Sin embargo, de manera excepcional y de conformidad con las particularidades del caso concreto, la solicitud de amparo será procedente si el juez de tutela determina que (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio. En caso de constatar la procedibilidad de la acción de tutela, ésta está llamada a prosperar si se encuentra plenamente demostrada la afectación de los derechos fundamentales del accionante o de su núcleo familiar; y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” -negrilla fuera de texto-

En cuanto a la procedencia excepcional de la acción tutela contra actos administrativos, la Corte ha expresado:

“Esta Corporación ha sido reiterativa en afirmar que la acción de tutela es un mecanismo de origen constitucional que reviste un carácter residual, subsidiario y cautelar; que está encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas cuando quiera que se encuentren amenazados o conculcados
. Todo lo anterior está referido al artículo 86 de la Constitución Política y al artículo 6º numeral 1, del Decreto 2591 de 1991, los cuales establecen como causal de improcedencia de la tutela: “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos mecanismos será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. 

Dicho carácter subsidiario y residual le ha permitido a la Corte Constitucional
 elaborar sus teorías acerca del ámbito restringido con que debe aceptarse la procedencia de las peticiones elevadas con fundamento en el artículo 86 del Estatuto Superior; máxime cuando los derechos que se pretenden proteger, gozan en el sistema judicial de diversas acciones ordinarias que pueden ser ejercidas por los presuntos afectados ante las autoridades que integran la organización jurisdiccional, y de esta manera lograr la efectividad en la defensa de sus derechos fundamentales.” 

Como se aprecia de la jurisprudencia en cita, ha sido clara la H. Corte Constitucional al indicar que la tutela se torna improcedente frente al reconocimiento de derechos de carácter pensional, en atención al principio de subsidiaridad que caracteriza este mecanismo y a la existencia dentro del ordenamiento jurídico de otros medios de defensa judicial ordinarios; no obstante la acción de amparo se torna necesaria para evitar la vulneración de derechos fundamentales cuando pese a concurrir los mismos se avizora que no son eficaces ni idóneos para proteger los derechos fundamentales, o se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga imprescindible la intervención del juez de tutela, lo que en el presente caso no ha acaecido.

En el caso objeto de estudio, se tiene que el señor JAIRO GUZMÁN VILLANUEVA por intermedio de apoderado solicitó pensión ante COLPENSIONES, por considerar acreditadas las exigencias legales para ello, pero como quiera que al parecer dicha petición no fue atendida dentro del término de ley, se interpuso acción constitucional que adelantó el Juzgado  Tercero de Familia de Pereira, la que a la postre ameritó que COLPENSIONES profiriera la Resolución GNR 205784 de julio 13 de 2016, donde negó al actor el reconocimiento y pago de una pensión de vejez -convenio España- y de cuya parte motiva se pueda extractar las siguientes ideas centrales: (i) de conformidad con lo reglado en el art. 12 del Acuerdo 049 de 1990
, se observa que si bien el accionante cuenta con la edad requerida, no acreditó las 500 semanas cotizadas dentro de los 20 años anteriores -entre noviembre 2 de 1979 y noviembre 1° de 1979-, al contar solo con 272 semanas- ni con las 1000 semanas antes de agosto 1° de 2010, por lo cual no sería procedente tal reconocimiento; (ii) al efectuarse el estudio de las exigencias contenidas en el art. 7° de la Ley 71 de 1988
 no cumplió las 1029 semanas necesarias -20 años-, en tanto solo comprobó 909; (iii) analizado lo reglado en el acto legislativo 01 de 2005, se tiene que en éste se señaló que el régimen de transición no podría extenderse más allá de julio 31 de 2010, excepto para los trabajadores que a julio 25 de 2010 tuvieran cotizadas 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios, a quienes se les mantendrá tal régimen hasta el año 2014 y en el caso del señor JAIRO GUZMÁN se observa que si bien tiene aportadas más de 750 semanas no logró acreditar los requisitos para obtener la pensión con antelación a la finalización del año 2014, por lo cual no conserva tal régimen; y (iv) en relación con la Ley 1122 de 2006 aprobatoria del Convenio de Seguridad Social entre Colombia y el Reino de España y de acuerdo a la Circular interna 8 de abril 30 de 2014, donde se establecen las reglas para ello, se destaca que cuando figuren tiempos pagados en ambos países, la solicitud de reconocimiento prestacional debe ser elevada en uno y otro Estado y la pensión de vejez será estudiada y liquidada conforme la Ley 797 de 2003
, realizado lo cual se consideró que el mismo no logró evidenciar los requerimientos mínimos de semanas cotizadas.

Frente a esa determinación el apoderado del actor mostró su inconformidad por lo cual interpuso recurso de apelación que fuera radicado en agosto 5 de 2016, sin que a la fecha de interposición de la acción constitucional -agosto 31 de 2016- hubiera recibido respuesta alguna al respecto. 
Si bien el apoderado del actor solicitó el otorgamiento del reconocimiento pensional, por considerar que reúne las exigencias de ley, la entidad estimó luego de analizar los dispositivos esgrimidos por el togado -Acto legislativo 01 de 2005,  Ley 71 de 1988 y Convenio Ley 1112 de 2006-, que éste no cumple los requisitos allí contenidos ni los reglados en la Ley 797 de 2003, lo que se convierte en el principal aspecto en el que se ha presentado la disparidad de criterios por parte del accionante y COLPENSIONES frente a la decisión adoptada por la Gerencia de Reconocimiento. Ello motivó como era de esperarse el recurso de alzada que no ha sido resuelto en segunda instancia por parte de la Vicepresidenta de Beneficios de COLPENSIONES, para dar por concluida la vía gubernativa.

El artículo 86 de la ley 1437 de 2011 -Código de Procedimiento Administrativo y  de lo Contencioso Administrativo- dispone que “transcurrido un plazo de dos (2) meses, contados a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa.”, plazo éste que vencía para la entidad en octubre 5 de 2016, si se tiene en cuenta que el recurso presentado por el apoderado del señor GUZMÁN VILLANUEVA se efectuó en agosto 5 de 2016
. Término al que igualmente ha hecho alusión la jurisprudencia constitucional como aquél que dispone COLPENSIONES para responder el recurso de apelación, según se puede verificar en la Sentencia T-952/14.

Como se observa entonces, para el momento en que el apoderado del señor GUZMÁN VILLANUEVA interpuso la acción constitucional y como así lo señaló el Vicepresidente Jurídico al contestar la misma, no había transcurrido para COLPENSIONES el plazo de dos (2) meses para atender el respectivo reclamo, por lo que en ese sentido no podría predicarse que por parte de la demandada se vulneró el debido proceso administrativo.

Precisamente esa intervención realizada por el actor por intermedio de su apoderado judicial ante COLPENSIONES, nos lleva a predicar que en efecto existe un mecanismo ordinario al que inicialmente se debe acudir con miras a permitir que las autoridades administrativas adopten las decisiones que en derecho correspondan, frente a las cuales, como así se evidencia en el este asunto, se han hecho uso de los recursos que contempla el ordenamiento jurídico con el fin de controvertir la resolución que les fue desfavorable. 
A ese respecto la Sala de Tutelas de la H. Corte Suprema de Justicia dentro del radicado 79930 de mayo 28 de 2016, recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, lo que si bien hizo relación con el procedimiento penal se considera que es perfectamente aplicable en el presente caso: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas.[…]” 
Al encontrarse en curso el asunto de índole administrativo ante COLPENSIONES, sería en el interior del mismo donde el actor debía manifestar su contrariedad frente a la decidido, como en efecto así lo hizo al interponer el recurso de apelación, y por ende la improcedencia de la acción constitucional radica en la existencia de otro medio de defensa judicial dentro del procedimiento al que se ha hecho referencia.
Si bien no puede omitir la Sala la situación de salud que padece el actor, quien sufre de una enfermedad cancerígena, al mismo actualmente se le suministra atención médica según se evidencia de la historia clínica allegada al dossier; por demás, esa condición no es suficiente para considerar que ante la existencia de un mecanismo ordinario deba la jurisdicción constitucional dentro de este trámite preferente y sumario invadir la órbita de competencia que le asiste a los encargados de resolver su reclamo, el cual inicialmente radica en cabeza de COLPENSIONES y posteriormente en la jurisdicción laboral, en el evento de que continúe la controversia, máxime que no se tiene conocimiento de la decisión que en segunda instancia se llegue a adoptar por parte de la entidad demandada
Igualmente y aunque también se predica la falta de recursos del señor GUZMÁN VILLANUEVA, por lo cual se le vulnera su derecho al mínimo vital, estima esta Corporación que salvo lo manifestado por el actor, no se arrimó prueba siquiera sumaria de tal insolvencia, más cuando se observa que al parecer reside en España -lo que se desprende de la presentación del poder acá conferido que se hizo ante el Consulado de Colombia en Las Palmas de Gran Canaria y de su atención en salud en ese país- y aunque dejó de cotizar en ese Estado desde octubre de 2008, allí se le canceló el subsidio de desempleo hasta mayo 11 de 2009, desconociéndose cómo ha derivado su subsistencia desde esa época y si en efecto es quien asume la responsabilidad de su núcleo familiar, de cuya conformación nada se dijo dentro de la presente acción.

Tales situaciones conllevan a predicar a la Sala que el accionante y su núcleo familiar, al parecer como lo han hecho desde el año 2009, podrán solventar su condición económica hasta que se resuelva lo pertinente ante COLPENSIONES, por lo cual no emerge como urgente e indispensable la intervención del juez constitucional, máxime que dicho trámite administrativo no se había agotado al menos para la fecha de interposición del recurso de apelación, por lo cual no se evidencia vulnerado derecho fundamental alguno.
Así las cosas, la Sala no encuentra reproche alguno al proveído del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, y en consecuencia se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007, T-. 


� M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Sobre la figura del perjuicio irremediable y sus características, la Corte, en sentencia T-786/08 (M.P. Manuel José Cepeda) expresó: “Dicho perjuicio se caracteriza, según la jurisprudencia, por lo siguiente: (i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”. En un sentido semejante pueden consultarse las sentencias T-225/93 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), SU-544/01 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), T-1316/01 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), T-983/01 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), entre otras.


� Corte Constitucional, Sentencia T-043 de 2014. 


� Ver, entre otras, las sentencias T-408 de 2002, T-432 de 2002, SU-646 de 1999, T-007 de 1992.


� Cfr. en materia de prestaciones laborales el principio de subsidiariedad en la Sentencia T-808 de 1999.


� Corte Constitucional, Sentencia T-175 de 2011. 


� Aprobado por el Decreto 758 de 1990 que exige para acceder a la pensión de vejez: 55 o mas años de edad en el caso de las mujeres, o 60 o más años de edad en el caso de los hombres y un mínimo de 500 semanas cotizadas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o un total de 1000 semanas cotizadas en cualquier tiempo.


� Exige para acceder a la pensión de vejez: 55 o mas años de edad en el caso de las mujeres, o 60 o más años de edad en el caso de los hombres y un mínimo de 20 años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y el Instituto de los Seguros Sociales.


� Exige para acceder a la pensión de vejez: 55 años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre.  A partir del 1° de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.


� Ver folio 24 del expediente. 
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